SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°02

                                                     RADICACIÓN:66001220400020160000600



ACCIONANTE:  NIVARDO GIRALDO ORTIZ

NIEGA AMPARO

DERECHO DE PETICIÓN/ Imposibilidad de resolver solicitudes elevadas al juez de ejecución de penas, por falta de los expedientes respectivos. 
“De conformidad con lo anterior, es precisamente al citado Juzgado Primero de Ejecución de Penas al que le corresponde definir las solicitudes hechas por el señor NIVARDO GIRALDO ORTIZ tendientes a que se le conceda permiso de 72 horas y acumulación jurídica de penas; sin embargo, dicho despacho no puede pronunciarse al respecto hasta que reciba el expediente, tal como lo indicó su titular.”
PERMISO 72 HORAS/ Constituye causal para negarlo, tener un requerimiento penal pendiente. 

“Ahora, la negativa del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) para conceder el permiso de 72 horas al accionante, se encuentra ajustada a derecho, ya que se corroboró que verdaderamente el señor GIRALDO ORTIZ tiene un requerimiento pendiente, y en esas condiciones no cumple la totalidad de los requisitos consagrados en el artículo 147 de la Ley 65/93 -Código Penitenciario y Carcelario-.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                     Acta de Aprobación No. 50
                                                     Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano NIVARDO GIRALDO ORTIZ, contra el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, acceso a la administración de justicia y debido proceso.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela por el señor GIRALDO ORTIZ se puede concretar así: (i) se encuentra privado de la libertad desde junio 19 de 2012, purgando una condena acumulada de 84 meses 15 días, de la que ha descontado 43 meses 20 días entre detención física y redenciones, es decir, más de la 1/3 parte de la sanción; (ii) solicitó al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca), encargado de vigilar su pena, la concesión de permiso de 72 horas, pero le fue negado mediante auto de mayo 25 de 2015 debido a que le figura una sentencia condenatoria de 22 meses y 15 días emitida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, y ordenó requerir al citado despacho para que informara sobre el estado actual del proceso; (iii) en julio 21 de 2015 solicitó nuevamente al juez ejecutor la acumulación de la mencionada pena con la que actualmente se encuentra pagando, y al respecto no recibió ninguna respuesta; y (v) debido al citado requerimiento fue clasificado nuevamente en fase de alta seguridad, pese a que ya se encontraba en mediana.

En virtud de lo anterior pide el amparo de las garantías fundamentales invocadas, y en consecuencia se ordene enviar su proceso al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca), o se informe el estado actual del proceso, para que pueda resolverse la acumulación de penas y el permiso de 72 horas solicitados por él.
3.- CONTESTACIÓN

- La secretaria del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) indicó que la acción había sido remitida al Juzgado Tercero Penal Municipal de conocimiento de Pereira, despacho que al parecer conoció sobre el proceso referido por el tutelante, según la información que reposa en el sistema Siglo XXI y lo indicado verbalmente por funcionarios de ese juzgado.
- La titular del Juzgado Tercero Penal Municipal de esta ciudad informó que ese despacho mediante sentencia de mayo 16 de 2013, condenó al ciudadano NIVARDO GIRALDO ORTIZ a 22 meses y 15 días de prisión como autor de delito de hurto calificado en grado de tentativa, y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, dentro del proceso radicado con al No. 660016000035201102142.
Agregó que la vigilancia de esa sanción se encuentra a cargo del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad desde mayo 24 de 2013, bajo el radicado No 25485; en consecuencia, carece de competencia para resolver la petición invocada por el actor.
- El Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) señaló que el Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira profirió sentencia de condena contra el tutelante en octubre 27 de 2011, por el delito de hurto calificado, y le impuso una pena de 48 meses de prisión sin derecho a subrogado, y ese despacho recibió las diligencias para vigilar la sanción, las cuales quedaron radicadas al No 21455, y emitió la orden de captura No. 290008522. Posteriormente, remitió el expediente a su homólogo Primero de esta ciudad, para efectos de acumular las penas de los radicados números 21723 y 21455, lo cual se hizo mediante auto de septiembre 16 de 2013, en el que quedó como sanción definitiva la de 84 meses y 15 días de prisión.
Por lo anterior, puede concluirse que ese despacho no ha vulnerado ningún derecho al accionante.
- El secretario del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) señaló que una vez verificado el listado sistematizado de procesos bajo la vigilancia de ese despacho judicial, se encontró que mediante auto de diciembre 07 de 2015 se le concedió al señor NIVARDO GIRALDO ORTIZ la prisión domiciliaria; y en consecuencia, se remitió el expediente al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira con oficio 038 de enero 06 de 2016.
- El titular del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, indicó que ese juzgado vigila la pena que le fue impuesta al accionante en proceso con radicado interno No. 21723, correspondiente a las penas acumuladas mediante auto de septiembre 16 de 2013, y cuyo total es de 84 meses y 15 días. Precisó que actualmente el procesado se encuentra en detención domiciliaria en Dosquebradas, la cual le fue concedida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) mediante auto de diciembre 07 de 2015, y por ello el trámite fue nuevamente recibido en ese despacho 15 de 2016.
Aclaró que ese juzgado también vigiló la pena identificada con radicado No. 2011-02142 y número interno 25485, proceso en el que al parecer el sentenciado es requerido, y cuya remisión a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) se ordenó mediante auto de febrero 25 de 2015, debido a que el sentenciado fue trasladado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esa municipalidad por el radicado No. 21723; no obstante, el expediente no fue entregado en su destino y según el reporte que aparece en la página del correo 472 con el número de guía RN363874493CO, se encuentra pendiente de ser devuelto al remitente desde septiembre 16 de 2015. 

Al efecto se ofició a la empresa de correo 472 para que el proceso sea entregado nuevamente a ese despacho, y se le informara al accionante para efectos de dar respuesta a sus solicitudes de acumulación de penas, por lo que solicita declarar la carencia actual de objeto.

De igual manera señaló que el Juzgado Tercero Penal del Circuito sí respondió la petición del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca), e indicó que no tiene ningún proceso contra el actor. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar los despachos involucrados a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el ciudadano NIVARDO GIRALDO ORTIZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus  derechos fundamentales a la dignidad humana, acceso a la administración de justicia y debido proceso, como quiera que debido a un requerimiento que tiene pendiente con el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) no le concedió permiso de 72 horas, y tampoco ha sido posible que sea estudiada su solicitud de acumulación de penas..

De acuerdo con la información que se tiene no solo por parte del accionante sino también por las respuestas entregadas por los diferentes despachos vinculados al presente trámite, el señor GIRALDO ORTIZ se encuentra detenido desde junio 19 de 2012 descontando una pena acumulada de 84 meses y 15 días de prisión, la cual inicialmente se encontraba a cargo del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) radicado al No. 21723, pero debido a que el referido ciudadano se encontraba detenido en Guaduas (C/marca) se remitió por competencia al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de ese municipio.
Una vez el señor NIVARDO solicitó a éste último despacho judicial la concesión del permiso de 72 horas, el mismo le fue negado debido a que le figura una sentencia que al parecer fue emitida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al cual se le solicitó información acerca del estado actual del proceso.

El Juzgado Tercero Penal del Circuito al descorrer el traslado de esta acción aseguró que allí no se adelantó ningún proceso contra el señor NIVARDO GIRALDO ORTIZ, y a su vez informó que según lo registrado en el sistema Siglo XXI y lo verificado telefónicamente, el despacho que conoció de un proceso en contra de ese ciudadano fue el Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira.

En efecto pudo corroborarse que la sentencia por la que actualmente es requerido el accionante fue dictada por el Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira (Rda.) mayo 16 de 2013, en la cual lo condenó a 22 meses y 15 días de prisión como autor de delito de hurto calificado en grado de tentativa, dentro del proceso radicado con al No. 660016000035201102142, y no se le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Dicha actuación correspondió también al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y de igual forma ordenó la remisión del proceso a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) mediante auto de febrero 25 de 2015, debido a que el sentenciado fue trasladado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de ese municipio por el proceso 21723. 

Pese a ello, el proceso no fue entregado en su destino, y según el reporte que aparece en la página del correo 472 con el número de guía RN363874493CO, se encuentra pendiente de ser devuelto al remitente desde septiembre 16 de 2015, por ello, se ofició a la empresa de correo para efectos de que devuelva el sobre que contiene el referido expediente.

Ahora, se sabe que actualmente el señor NIVARDO se encuentra detenido en prisión domiciliaria en el municipio de Dosquebradas (Rda.), la cual le fue concedida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) desde diciembre 07 de 2015, razón por la cual el expediente en virtud del cual se encuentra detenido fue remitido al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas de esta ciudad confirmó haber recibido el proceso en enero 16 del presente año; no obstante indicó que actualmente no tiene el expediente correspondiente al trámite adelantado también contra el señor NIVARDO por el Juzgado Tercero Penal Municipal, precisamente por el cual es requerido, como ya se indicó.
De conformidad con lo anterior, es precisamente al citado Juzgado Primero de Ejecución de Penas al que le corresponde definir las solicitudes hechas por el señor NIVARDO GIRALDO ORTIZ tendientes a que se le conceda permiso de 72 horas y acumulación jurídica de penas; sin embargo, dicho despacho no puede pronunciarse al respecto hasta que reciba el expediente, tal como lo indicó su titular.

Ahora, la negativa del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca) para conceder el permiso de 72 horas al accionante, se encuentra ajustada a derecho, ya que se corroboró que verdaderamente el señor GIRALDO ORTIZ tiene un requerimiento pendiente, y en esas condiciones no cumple la totalidad de los requisitos consagrados en el artículo 147 de la Ley 65/93 -Código Penitenciario y Carcelario-.
El único derecho que podría considerarse como vulnerado es el de petición, por cuanto el citado despacho judicial omitió pronunciarse sobre la petición elevada por el actor desde julio 21 de 2015, muy seguramente porque no contaba con elementos para ello, ya que requería el expediente de la condena emitida por el Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira (Ra.), y por error pidió información al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), pero en todo caso en la actualidad no es posible darle ninguna orden a ese juzgado ya que en este momento no tiene los expedientes tramitados contra el aquí accionante.
Por lo demás, se observa que los despachos vinculados a la presente acción han actuado dentro de sus competencias legales, y no han incurrido con sus acciones en el quebrantamiento de las garantías fundamentales del tutelante.

En consonancia con lo anterior, no puede accederse al amparo invocado, ya que no se observa vulneración alguna de los derechos constitucionales invocados, y el accionante debe esperar a que el expediente en el que es requerido llegue al Juzgado Primero de Ejecución de Penas de esta ciudad, para que ese despacho se pronuncie sobre lo solicitado por él.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo constitucional invocado por el señor NIVARDO GIRALDO ORTIZ.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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